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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor EDILBERTO ANTONIO MUNERA ROJAS, contra el fallo del 8 de abril de 2014 por medio del cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, le negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por él contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS y la ALCALDÍA DE PEREIRA.
ANTECEDENTES
Relata el accionante que el 7 de febrero del año avante, presentó derecho de petición ante la Alcaldía de Pereira y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, solicitando le fuera entregada la ayuda humanitaria de alojamiento temporal en condiciones dignas, tal como lo consagra el artículo 116 del Decreto 4800 de 2011, atendiendo su condición de desplazado. 

Afirma el señor Munera, que las entidades a las cuales se dirigió no le respondieron en los términos por él pedidos y tampoco le hicieron entrega del alojamiento, el cual es muy importante para una familia desplazada, pues de no recibirlo, les toca vivir en condiciones precarias e indignas. 
Por lo dicho, solicita se le ordene a las accionadas entregarle dentro de las 48 horas siguientes al fallo, el componente de alojamiento temporal en condiciones dignas, atendiendo la situación precaria en que se encuentra tanto él como su núcleo familiar. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar vinculando al proceso a la Directora General de la UARIV, corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley y al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada, decidió en fallo del 8 de abril de 2014, negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor Edilberto, por cuanto las accionadas ya dieron respuesta al derecho de petición que él impetrara, aunque la misma no fuera positiva frente a su reclamación. Adicionalmente, se logró establecer que la UARIV ya realizó todos los procedimientos de caracterización para determinar que las condiciones precarias a las cuales hace referencia el peticionario, no son tales que ameriten la entrega inmediata de ayudas, y mucho menos el saltarse los turnos para la entrega de dineros; por tanto es deber del accionante esperar a que llegue el suyo, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, para que la ayuda que desea sea materializada, pues hacer lo contrario sería desconocer los derechos, que al igual que él, tienen las demás familias en condición de desplazamiento. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
El señor Edilberto Antonio una vez conoció el fallo de instancia procedió a impugnarlo, para tal fin allegó escrito en el cual indicó que no es cierto que las entidades la hayan dado respuesta de fondo a su derecho de petición, porque le contestaron de una manera muy general y no particular, tampoco le dan una solución de fondo a su problemática, además, afirma que también pidió que se le protegiera el mínimo vital en su condición de víctima. Por otra parte, solicitó ser reparado por el hecho victimizante del desplazamiento, pero no le dicen cuando lo van a reparar.

Afirma que la ayuda humanitaria de transición no es la respuesta al componente que él está exigiendo, pues para su entrega se demoran hasta un año, y si fuera como dice la norma podría pagar arrendamiento dos años de una manera digna, por tanto esa ayuda es totalmente contraria a lo que dice el decreto 4800 de 2011.
Por otra parte dice, que el sistema de turnos que la entidad utiliza no es garantía de atención igualitaria y de que los mismos no se deben vulnerar, pues si fuera así, no entiende las razones por las cuáles después de que interpusiera la tutela le consignaron el componente de la ayuda, a sabiendas de que aún no había llegado su turno, lo cual es incoherente con lo que dicen en el fallo. 

CONSIDERACIONES
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si en el presente caso se le están vulnerando los derechos fundamentales al actor por no brindarle el alojamiento temporal en condiciones dignas.
Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
Materia de decisión para esta Colegiatura, la constituye la pretensión del accionante de que se le ordene a las accionadas brindarle el componente de alojamiento temporal digno para población desplazada, e igualmente indicarle la fecha en que le será pagada la reparación administrativa por el hecho victimizante del desplazamiento forzado.  
De las ayudas humanitarias para los desplazados: 

El Gobierno Nacional a través de la Ley 1448 de 2011 dictó medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, integrando para ello una serie de instituciones y entidades estatales, quienes a través de un conjunto de medidas de asistencia y atención humanitaria tratan que estas personas superen la situación calamitosa en la que quedan después de verse obligadas a abandonar sus hogares; estas ayudas se otorgan por etapas así, i) atención inmediata, ii) ayuda humanitaria de emergencia y iii) atención humanitaria de transición. La primera de ellas es definida en el artículo 63 de la norma en cita de la siguiente manera “la ayuda humanitaria entregada a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas y que se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal y asistencia alimentaria.”. De manera subsiguiente el art. 64 establece que en la segunda etapa se entrega “la ayuda humanitaria a la que tienen derecho las personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro Único de Víctimas, y se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su subsistencia mínima.”, por último, la ley indica que la atención humanitaria de transición “Es la ayuda humanitaria que se entrega a la población en situación de Desplazamiento incluida en el Registro Único de Víctimas que aún no cuenta con los elementos necesarios para su subsistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de la valoración hecha por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no presenta las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la Atención Humanitaria de Emergencia.”
 
Adicionalmente, esta norma indica cuando se entiende que ha cesado la condición de vulnerabilidad y la manera como se los organismos estatales corroboraran si ello es así:
“ARTÍCULO 68. EVALUACIÓN DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los alcaldes municipales o distritales del lugar donde reside la persona en situación de desplazamiento, evaluarán cada dos años las condiciones de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento.

Esta evaluación se realizará a través de los mecanismos existentes para hacer seguimiento a los hogares, y aquellos para declarar cesada la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de acuerdo al artículo anterior.

Las entidades del orden nacional, regional o local deberán enfocar su oferta institucional para lograr la satisfacción de las necesidades asociadas al desplazamiento, de conformidad con los resultados de la evaluación de cesación.”
Complementando lo anterior el artículo 117 del Decreto 4800 de 2011 dispuso:
“Artículo 117. Superación de la situación de emergencia. Con base en la información recopilada a través de la Red Nacional de Información, se evaluará el acceso efectivo del hogar a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud, y educación, a través de alguna de las siguientes fuentes:

1. Participación del hogar de los programas sociales orientados a satisfacer las necesidades relativas a estos componentes.

2. Participación del hogar en programas sociales orientados al fortalecimiento de las capacidades de autosostenimiento del hogar.

3. Participación del hogar en procesos de retorno o reubicación y acceso a los incentivos que el gobierno diseñe para estos fines.

4. Generación de un ingreso propio que le permite al hogar suplir de manera autónoma estos componentes.

5. Participación del hogar en programas de empleo dirigidos a las víctimas.
Una vez se establezca que el hogar cuenta con acceso a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud y educación a través de alguna de las fuentes mencionadas, se considerará superada la situación de emergencia producto del desplazamiento forzado y se realizarán las remisiones correspondientes para garantizar el acceso a los demás componentes de la atención integral, con el fin de avanzar en la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta.”
En ese orden, el artículo 112 de la norma atrás citada, indica qué es la ayuda humanitaria de transición e indica la posibilidad de las familias de acceso a la misma: 

“Cuando el evento de desplazamiento forzado haya ocurrido en un término igual o superior a diez (10) años antes de la solicitud, se entenderá que la situación de emergencia en que pueda encontrarse el solicitante de ayuda humanitaria no está directamente relacionada con el desplazamiento forzado, razón por la cual estas solicitudes serán remitidas a la oferta disponible para la estabilización socioeconómica, salvo en casos de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta derivada de aspectos relacionados con grupo etaro, situación de discapacidad y composición del hogar, según los criterios que determine la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.”
En ese orden, los artículos subsiguientes del Decreto (113 a 116), indican que son componentes de la ayuda humanitaria de transición, el alojamiento digno y la alimentación.

Sin embargo, ninguna de esas normas ni sus complementarias
 señalan algo sobre límites temporales determinados para que una familia pueda acceder a la atención humanitaria.
Del caso concreto:

Sea lo primero decir que de acuerdo a lo visible a folio 27 del cuaderno de tutela, los hechos originarios del desplazamiento del señor Munera ocurrieron el 18 de abril de 2006, pero tan solo desde el año 2011 se encuentra incluido en el Registro Único de Víctimas, lo cual permite entrever que la situación de emergencia que produce el desplazamiento en su primera etapa ya está superado, lo que indica que en la actualidad él y su núcleo familiar se deben encontrar en etapa de transición. 
En este punto, se considera que la familia ya ha encontrado cierto arraigo y estabilidad social en la ciudad o municipio receptor, por ende los auxilios que están destinados a su atención no son necesariamente materializados en dinero, pues como se vio en las normas transcritas atrás, los componentes de ayuda ya no están encaminados a atender una situación crítica, sino a lograr que a través de distintos componentes los desplazados alcancen una estabilidad socioeconómica que les permita ser autosuficientes y no depender, por lo menos totalmente, de los programas de asistencia social del Estado. 

Entre esos programas se encuentran, como lo reclama el actor, los de alojamiento digno, el cual no es necesariamente un auxilio en dinero como lo pide y tampoco se traduce en que la Administración Municipal o las entidades estatales deban pagarles a las familias arrendamiento de manera indefinida, puesto que no son esas las únicas maneras de asegurarle a las personas un alojamiento o una casa digna, pues otra manera es la inclusión de los desplazados en programas para la asignación de subsidios de vivienda, aunque para éstos se requiere que las personas realicen un mínimo de gestión para obtenerlas, como por ejemplo postularse a los diferentes convocatorias que se hacen para tal fin.
A pesar de lo dicho, y de que dentro de las políticas estatales se han diseñado distintos programas productivos, donde intervienen entidades diferentes a la UARIV, para lograr la estabilización socioeconómica de las familias en situación de desplazamiento, lastimosamente en este asunto, se observa como el accionante no ha hecho uso de los mismos, y al igual que muchas otras personas que sufren las consecuencias del conflicto armado o de la pobreza, considera que el Gobierno sólo debe jugar un papel asistencialista a través de auxilios económicos que si bien le sirven de algo para mitigar su condición a largo plazo no le aseguran salir de su estado de necesidad. Lo anterior se traduce, en que es evidente que el señor Edilberto Antonio lo que desea a través de esta acción constitucional es lograr asegurarse unos recursos económicos constantes, bien sea otorgados por parte de la UARIV o de la Alcaldía de Pereira, sin demostrar, más allá de su condición de desplazado, la urgencia, la necesidad y las condiciones que le hacen encontrarse frente a un peligro o riesgo inminente que hagan imperativa la intervención del juez de tutela. 

Ahora bien, en lo que respecta al derecho de petición, tal como lo indicó la Juez A-quo la Corporación no avizora una vulneración del mismo, pues las entidades le han respondido al señor Edilberto cada una de sus peticiones dentro de sus competencias, que tales respuestas no hayan sido satisfactorias ni favorables a sus intereses es cosa distinta, y frente a ello nada puede hacerse mediante la acción constitucional, ya que el derecho de petición consagra que la entidad debe responder de fondo y dentro de un tiempo prudencial al peticionario, no que deba responderle favorablemente a sus pretensiones. En este punto y en cuanto a la supuesta solicitud de información que hiciera el accionante a la UARIV para que le indicara el momento en que le sería dada la reparación administrativa por su desplazamiento, es necesario que ello no hizo parte de las pretensiones del escrito inicial, y además no hay prueba alguna dentro del libelo que permita ver que la misma existe sin respuesta a la fecha; por ende la Colegiatura omitirá pronunciarse al respecto. 

En conclusión se habrá de confirmar la decisión adoptada dentro del presente asunto por parte de la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira.  Sin embargo, se instará a la unidad para que oriente al accionante sobre cuáles son las instituciones ante las que debe acudir para hacer parte de los distintos programas que el Gobierno Nacional tiene institucionalizados para brindar ayuda en cuanto alimentación, salud, capacitación, vivienda e inclusión en programas productivos para las personas en condición de desplazamiento y de extrema pobreza. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 8 de abril de 2014 por la Juez Cuarta Penal del Circuito, mediante la cual negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor EDILBERTO ANTONIO MUNERA ROJAS, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 
SEGUNDO: INSTAR a la UARIV, para que le brinde al señor Edilberto Antonio Munera Rojas toda la orientación necesaria acerca de cuáles son las instituciones  ante las que debe acudir para hacer parte de los distintos programas que el Gobierno Nacional tiene institucionalizados para brindar ayuda en cuanto alimentación, salud, capacitación, vivienda e inclusión en programas productivos para las personas en condición de desplazamiento y de extrema pobreza. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(En uso de permiso)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Artículo 65 Ley 1448 de 2011


� Decretos 4800, 4635, 4634, y 4633 de 2011 
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